
B.4 Derechos de los trabajadores
Todos tienen derecho al trabajo. El Estado procurará que toda persona apta pueda
obtener colocación que le proporcione una subsistencia digna y decorosa.

Artículo 84 de la Constitución de la República de Venezuela

El trabajo será objeto de protección especial. La ley dispondrá lo necesario para
mejorar las condiciones materiales, morales e intelectuales de los trabajadores. Son
irrenunciables por el trabajador las disposiciones que la ley establezca para favorecerlo
o protegerlo.

Artículo 85 de la Constitución de la República de Venezuela

La realidad laboral del país sigue mostran­
do una tendencia negativa, según evidencian
los reportes que dan cuenta de 277 casos de
conflictos sindicales, discriminados del si­

guiente modo: 133 ocasionados por el dete­
rioro de las condiciones de trabajo (compren­
de las discusiones de nuevas contrataciones

colectivas, la seguridad y la higiene ocupacio­
nal); 83 por violaciones a las convenciones
colectivas anteriores; 45 provocados por des­
pidos colectivos e individuales; y 16 vincula­
dos a desconocimientos y amenazas a la liber­
tad sindical.

Las cifras, si bien evidencian una dismi­
nución en relación al período anterior (102
casos menos con respecto a octubre 1992­
septiembre 1993), no deben llamar a engaño.
Las razones que la justifican remiten, en pri­
mer término, a la limitada afiliación, convo­
catoria y movilización de las organizaciones
de trabajadores. Además,las políticas de libre
mercado y las exigencias de una economía
abierta y competitiva, han producido el cierre
de unsignificativo número de empresas, afec-

tando la nómina de afiliados a los sindicatos,
que colocados en una posición defensi va fren­
te a la complejas transformaciones institucio­
nales y económicas, en muchos casos obser­
van pasivamente el tránsito hacia una nueva
organización del trabajo signada por la flexi­
bilización, la desregularización y la descolee­
tivización.

La crisis de los trabajadores se presenta
con mayor gravedad precisamente porque el
Estado ha perdido capacidad de conducir, o
apenas inspeccionar los niveles más básicos
sobre condiciones de higiene y seguridad ocu­
pacional, incrementos de horas extras, siste­
mas de remuneración, etc. Sin embargo, este
debilitamiento obedece a acciones emprendi­
das por el mismo Estado, que en esta direc­
ción ha avalado iniciativas empresariales.

En efecto, el Presidente provisional Ra­
mÓnJ. Velásquez consideró tarea fundamen­
tal del próximo gobierno y punto básico de un
"Acuerdo Nacional", atender las exigencias
salariales, "eliminar el ejército burocrático"

del Estado, reformé;lfla Ley Orgánica del Tra-
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bajo (W1), cambiar el actual régimen de
prestaciones sociales y establecer los Fon­
dos Privados de Retiro, ante el fracaso del
Instituto Venezolano de los Seguros Socia­
les (IVSS)247

Los empresarios han mantenido la presión
sobre las nuevas autoridades, exigiendo refor­
mas legales que faciliten el manejo de las rela­
ciones de trabajo según parámetros de produc­
tividad y alta rotación del empleo, dejando
de lado los fundamentos constitucionales

que inspiran los derechos laborales por la
senda de la justicia social y la atención a las
necesidades básicas de la población.

Resulta así pertinente afirmar que "bajo
el influjo de la llamada estrategia de reajiste
estmctural, problenUls como la baja produc­
tividad del trabajo, altas tasas de subempleo,
deterioro del salario real y concentración
aguda del ingreso y la riqueza se han recru­
decido, proyectándose críticamente sobre el
cuerpo social y político del país en una forma

y con una intensidad que eran prácticamente
desconoci das"248

En este contexto, no debía extrañar que el
sector más estable y mayoritariamente sindi­
calizado, el personal al servicio de la Admi­
nistración Pública, mantuviera la iniciati va de
conflictividad frente a un Estado que se pre­
senta en quiebra y se muestra imposibilitado
para atender los requerimientos laborales a
causa del déficit fiscal, el pago oportuno de
los compromisos derivados de la deuda exter­
na y la des viación de sus recursos para sol­
ventar la crisis del sistema financiero.

El panorama laboral se ha visto además
condicionado por la necesidad de reducir el
aparato estatal y el impulso de procesos insti­
tucionales tales como la descentralización ad­

ministrativa. Adicionalmente, las privatiza­
ciones han dado paso a la incertidumbre res­
pecto a las normativas aplicables a los traba­
jadores, en muchos casos amparados por an­
teriores convenciones colectivas de trabajo.

satisfacer, al menos escasamente, los requeri­
mientos y necesidades básicas de la pobla­
ción, en una realidad agudizada por la implan­
tación temporal del Impuesto al Valor Agre­
dado (IVA) en el último trimestre de 1993.

Así pues, el ascenso a la Presidencia de
Rafael Caldera creó una enorme expectativa
en tomo a la fijación de compensaciones sa­
lariales, ante la amenaza de brotes espontá­
neos de conflicti vidad social como reacción a

la aplicación de nuevos impuestos. En tales
circunstancias, cuando en virtud de la paridad
cambiaria los salarios se ubicaron en US$

53,38 para los trabajadores urbanos ls US$
41,52 para los trabajadores rurales2 9, des­
pués de más de dos años de congelación el
nuevo Presidente elevaría, el 01.05.94, e(sa-

Derecho a un salario y a una. remuneración justa

Resulta fundamental subrayar que los vai­
venes de la política monetaria y el proceso
inflacionario que sufre el país siguen influyendo
en el poder adquisitivo de los trabajadores.

Desde 1992 y hasta septiembre de 1993,
el salario mínimo establecido en favor de los

trabajadores urbanos y rurales se ubicaba,
respectivamente, en 9 mil bolívares (US$91)
y 7 mil bolívares (US$ 71). La extensa con­
gelación de los salarios mínimos caracterizó
la política oficial durante el período constitu­
cional de 1989 a 1993, en rdzón de las tesis

impuestas por el FMI de renunciar a la fija­
ción de montos salariales, dejándola a cargo
de los convenios colectivos ya los arreglos
concertados entre trabajadores y patronos.
Pero esta política se mostró insuficiente para
247 El Globo, 02.12.93.

248 VALECILLOS, HéC~~ ~é y cómo reformular la actual política de empleo y redistribución de lariqueza?,ILDIS-CO racas, 1993, pago T.
249 Según el BCV, el dólar en mayo de 1994 se ubicó en 166,61 bolivares.
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lario mínimo urbano a 15 mil bolívares men­

suales y 12.500 para los trabajadores rura­
les250 (US$ 118 y US$ 99, respectivamente),

Pero los efectos de la política monetaria,
signada por la fuga de divisas y la crisis del
sistema financiero, no se hicieron esperar; a
mes y medio de haberse decretado, y a menos
de un mes de su entrada en vigencia, "la
capacidad adquisitiva del salario mínimo
cayó en un 24% debido a la maxidevaluación
del bolívar,,251. En otras palabras, desdeel
momento de entrar en vigencia el nuevo
salario mínimo urbano y rural, hasta estable-

, 'lid b' 252cerse en Juma e contra e cam 'lO que
fijó la paridad única de US$ 170 por bolí­
var, los salarios mínimos urbano y rural se

situaron en US$ 88 y US$ 73, respectiva­
mente, valores que se mantienen al cierre de
este Informe,

Estas cifras suponen una. disminución
mayor del poder adquisitivo de los trababa­
jores con respecto a septiembre de 1993,
revelando una vez más que los aumentos
nominales se traducen en falsos "aumen­

tos", ya que no implican incrementos en los
salarios reales.

La situación salarial se ve más agravada
por la relación directa que tienen las fluctua­
ciones del mercado cambiario de divisas so­

bre el índice de precios al consumidor.
El movimiento sindical se manifestó con­

trario a incrementos en las remuneraciones

que no se correspondan con el valor de la
canasta básica de alimentos, ubicada para
abril de 1994 entre 23.500 y 24.000 bolíva-

253 E . '1 'd ,. di.J~-res , n SIll11ar sena o, eXIgIeron me Ud.'>

complementarias, como el congelamiento de
precios, para proteger el salario frente a la
especulación ejercida por los mecanismos co-

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

mercializadores de los alimentos. El profesor
Miguel Díaz, del Instituto de Investigaciones
Económicas de la Facultad de Economía de

la Universidad del Zulia reveló "que el sala­
rio real de la mayoría de lapoblación duran­
te los últimos diez años ha sufrido un grado
de deterioro ta~ que hoy apenas alcanza
para adquirir 52,7% de lo que se compraba

1984 ,,254para ....
Reconociendo esta preocupante situación,

el Ejecutivo Nacional establecería "un subsi-
di 1 1, . '1 " 255 .o a a a lmentaclOn y e transporte eqUl-

valente a 6 mil bolívares mensuales "para los
trabajadores del sector privado y sector público
nacional que devenguen un salario mensual
hasta de 45 mil bolívares".

Tal subsidio fue acordado, asumiendo los

argumentos empresariales en tomo al peso
insostenible que juegan los salarios sobre las
prestaciones sociales, con 10 cual el mismo
Ejecutivo ha adelantado una política caracte­
rizada por el ataque sistemático contra su base
de cálculo: el salario normal256.

En esta dirección, de las cantidades fija­
das como salarios mínimos urbanos y rurales,
"en cuanto exceda del treinta por ciento
(30%) del salario del trabajador no se consi­
derará en el salario de base para el cálculo
de las prestaciones sociales, indemnizacio­
nes y beneficios concedidos de conformidad
con la ley, que puedan corresponder al tra­
bajador beneficiado con ocasión de la termi­
nación de su relación de trabajo". Lo que se
ve agravado al establecer que "los aumentos
de salarios que pueda pactar un patrono con
el sindicato ..., con ocasión de la fijación del
salario mínimo, podrá no imputarse, si así
lo convinieren las partes, en el salario base
para el cálculo de las prestaciones sociales e

250 Decretos Nos. 123 y 124, Gaceta Oficial Nº 35.441, del 15.04.94.
251 El Universal, 31.05.94.
252 Decreto Nº 268, Gaceta Oficial Extraordinaria Nº 4.742, del 09.07.94.
253 La Columna, 15.04.94.
254 Diario de Caracas, 18.04.94.
255 Decreto Nº 247, Gaceta Oficial Nº 35.493, del 30.06.94.
256 Lar, Art. 146.
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indemnizaciones sociales de los trabajadores
beneficiados en cuanto el incremento exceda
del veinte por ciento (20%) del salario del
trabajador 1/257.

Res ulta así que por primera vez entra en
funcionamiento de manera oficial la aplica­
ción del artículo 138, literal b) y Parágrafo
Unico de la WT, denunciado en junio de
1990 ante la OIT por diversas organizaciones
sindicales, por tratarse de una grave viola­
ción que desconoce históricas conquistas ju­
rídicas en materia laboral por parte de los
trabajadores.

En vista de esta situación, el 31.05.94 la
Confederación de Trabajadores de Venezue­
la (CTV), introdujo ante la CSJ un recurso de
nulidad por inconstitucionalidad e ilegalidad
contra el artículo 2 de los Decretos Nos. 123

y 124. En el referido recurso, la crv expone
que el artículo 87 de la Constitución impide
al Ejecutivo Nacional condicionar y limitar
el pago de las prestaciones sociales, median­
te el establecimiento de porcentajes, l/por
cuanto en materia labora~ las prestaciones

se pagan integralment~ sobre la base del
sueldo del trabajadorl/2 8.

Asimismo, señala que ambos decretos
"dejan la posibilidad de que tanto Patronos
como Trabajadores, acuerden modificar en
perjuicio del trabajador la base del salario

mínimo, que ha de tomarse en consideración
para determínar el cálculo de las prestacio­
nes sociales y como consecuencia de ello, iw
aplicar para la cuantificación de las mísmas,
e1monto que exceda del treinta (30% )y veinte
por ciento (20%) del aumento del salario que
devenga. Con ello, en lapráctica, se produce
la renunciabilidad del derecho hasta ahora

incólume, así pasaríamos de la irrenunciabi­
lidad de las prestaciones sociales, ... a la po­
sibilidad de su transacción y negociabili-
dad,259 Es . 1·' b· 1i .,. to lmp lcana una alerta co Slon

con el artículo 85, que dis pone la protección
especial de los trabajadores y la irrenuncia­
bilidad de las disposiciones legales que le
favorezcan.

Adicionalmente, los Decretos Nos. 123 y
124 resultan discriminatorios, pues sólo a los
trabajadores remunerados por encima del sa­
lario mínimo nacional, se les calcularán las
prestaciones sociales en base a la integralidad
y/0 totalidad de sus salarios, sin excepción o
exclusión porcentual alguna. Con ello se les
privilegia y se vulnera el derecho a la igualdad
ante la ley, reconocido en el artículo 61 de la
Constitución Nacional.

Entre los alegatos formulados en razón de
la ilegalidad de ambos decretos, vale resaltar,
por un lado, que el artículo 172 de la WT
autoriza al Ejecutivo Nacional a dictar decre­
tos destinados a la fijación de salarios míni­
mos nacionales o regionales, pero dicha dis­
posición no lo faculta para establecer porcen­
tajes que sean excluídos de la base de cálculo
de las prestaciones sociales; y por el otro, los
decretos se denuncian como incorrectamente

fundamentados desde el punto de vista jurídi­
co, dado que el artículo 138 de la WT, en que
se apoyan, es ajeno al Capítulo 11relativo al
Salario Mínimo y sólo autoriza el estableci­
miento de incrementos generales de salarios.

En todo caso, el gobierno nacional ha con­
vertido un porcentaje sustancial del salario mí­
nimo nacional en un bono, exc1uído de toda

valoración como parte de la remuneración per­
cibida por el trabajador a la hora de calcular las
indemnizaciones que le correspondan por la
finalización de la relación de trabajo, operando
o flexibilizando el concepto de salario en per­
juicio de una elevada porción de la población
económicamente activa del país.

En el mismo sentido, se orientó el Subsi­

dio o Bono de Alimentación y Transporte
creado a través del Decreto-Ley Nº 247, el

257 Decretos Nos. 123 y 124, Art. 2, énfasis añadido.
258 Recurso de Nulidad por Inconstitucionalidad contra el artículo 2 de los Decretos Nos. 123 y 124,

intentado el 31.05.94.
259 Recurso de Nulidad por Inconstitucionalidad contra el artículo 2 de los Decretos Nos. 123 y 124.
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cual señala que" no se considerará conv parte
del salario base para el cálculo de las presta­
ciones, beneficios o indemnizaciones que le­
galo contractualmente puedan correspon­
der al trabajador durante la prestación del
servicio o con ocasión de la terminación de

su relación de trabajo,,260. El fundamento
de esta exclusión afecta no sólo a las presta­
ciones sociales, sino también al pago de ho­
ras extraordinarias y nocturnas, así como las
vacaClOnes.

Ambas actuaciones, producidas en tan
breve lapso, ponen en evidencia una grave
tendencia oficial que se encuentra en abierta
oposición con la tradición jurisprudencial
signada por importantes fallos de la CSJ261,

que de manera reiterada han calificado canti­
dades devengadas permanentemente y bonos
compensatorios de inflación como pagos in­
tegrantes del salario, dado que reunían las

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

características de proporcionalidad, seguri­
dad, periodicidad y disponibilidad. El plan­
teamiento jurídico del Decreto Nº 247 no
oculta la profunda motivación que posee en
relación a su naturaleza salarial, pues está
fundado en el "deber del Estado [de] asegu­
rar a los trabajadores una subsistencia deco-

262
rosa" , y toda vez que "los aumentos de
salario o remuneraciones, en el sector privado
o en el pÚblico, pueden tener diversas causas
y adoptar diversas formas. Pero en multitud
de casos, no tiene otra razón de ser que la de
ajustar la contraprestación que recibe el tra­
bajador o jitncionario a las variaciones del
costo de la vida,,263. En consecuencia, "no
hay duda ... de que se trata de un complemento

del salario para contrarrestar los aspectos
angustiantes del proceso inflacionario que

afecta la econonia del país ~ que golpea
duramente a los trabajadores" 64.

Derecho al trabajo y a la estabilidad laboral

Para junio de 1994, los habitantes del país
alcanzaban a 21 millones 354 mil 470 perso­
nas265, de las cuales 7 millones 953 mil 848
conforman la población económicamente ac­
tiva. Según la OCEl, el desempleo para esa
misma fecha se ubicó en 8,9%, con lo cual
707.460 personas vieron vulnerado su dere­
cho a puestos de trabajo. Un alto porcentaje
(42%) de los desocupados son jóvenes con
edades comprendidas entre 15 y 24 años, que

di . bao 266no estu an, ID tra . Jan .
El incremento del desempleo configura

una realidad que tiende a agravarse si se com­
para con el segundo semestre de 1993, cuan­
do se ubicó en el 6,6%, afectando a 519.107

personas, lo cual indica que en el primer se­
mestre de 1994 se incorporaron a la masa de
desocupados 188 mil 353 trabajadores.

Las estadísticas sobre desempleo presen­
tadas por la om, entran en franca contradi­
ción con las ofrecidas por la Oficina Central
de Coordinación y Planificación (CORDI­
PLA1\~, ente estada! que lo ubica en el 9,1%.
Mientras, las principales organizaciones de
empresarios y trabajadores respectivamente,
FEDECAMARAS ycrv, estiman el desem­
pleo en un 13,6% y 20%, lo que significa la
existencia de un millón y medio de cesantes.

Del total de la población económicamente
activa un 42,3% (3.362.324 personas) forma

260 Decreto NQ247, Art. 2.
261 Sentencia de la Sala Civil de la CS]: Caso SIDOR, 13.08.79; y Sentencia de la Sala

fulítico-Administrativa: Caso Bono Compensatorio, 07.G9.88.
262 Decreto Nº 247, Considerando Primero.
263 Sentencia de la Sala Político-Administrativa, CSJ: Caso Bono Compensatorio, 07.03.88.
264 Sentencia de la Sala Político-Administrativa, CS]: Caso Bono Compensatorio, 07.03.88.
265 El Diario de Caracas, 01.09.94.
266 El Nacional, 05.09.94.
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parte del sector informal de la economía y un
48,6% (3.862.324) se encuentran ocupadas en

267
el sector moderno o formal . Por otra parte,
la OCEI da cuenta de la distribución yevolu­
ción del total de la fuena de trabajo ocupada;
el sector informal de la economía se ubica en

un 46,4%, registrando un crecimiento del
5,9% en el primer semestre de 1994 respecto
al mismo periodo de 1993 y los ocupados en

el sector formal representan el 53,3%.
Cabe destacar que el crecimiento de la

economía informal en este periodo la ubica en
el pico más alto registrado por la OCEI desde
que se comenzó a aplicar el PAE, superando
el máximo registrado en 1990, cuando se
ubicó en 41,8%. Este gran porcentaje de la
población carece de mecanismos que garanti­
cenlos beneficios de la seguridad social, en­
contrándose desasistidos en clara violación

de los principios de universalidad y solidari­
dad característicos de ese derecho humano.

Ante el avance del deterioro del salario, se

ha venido registrando un fenómeno nuevo:
"Una reacción ocupacional defensiva contra
el empobrecimiento, adoptada por los asala­
riados, que tiene implicaciones negativas
para laproductividad, es el rápido desarrollo
del multiempleo, es decir, el desempeño es­
calonado (y, a veces, simultáneo) de varias
ocupaciones por la misma persona, con la
consiguiente ampliación de la duración efec­
tiva de la jornada de trabajo,,268.

El país sigue registrando el cierre de fuen­
tes de trabajo como producto de las políticas
de ajw;te laboral aplicadas en las empresas
como consecuencia de la debilidad en la de­

manda, la cual impone reducciones en la pro­
ducción; las altas tasas de interés, que impi­
den el acceso de los pequeños y medianos
industriales (PYMI) a fuentes de financia­
miento a bajo costo; y, por tanto, la caída de
la inversión. Estos factores, unidos a la imple-

mentación de los aumentos decretados en el

salario mínimo nacional y el subsidio de
transporte y alimentación, carentes de medi­
das complementarias de inamovilidad, se tra­
dujeron en importantes olas de despidos.

La construcción se presenta como el sec­
tor más afectado por la tasa de desempleo,
ubicándose en un 17,2%, seguido de la indus­
tria manufacturera (8,3%), donde se produje­

ron 87 mil despidos. El origen de este incre­
mento se debe principalmente, "a la situación
por la que atraviesa lapequeña y m! diana ináis­
tria, que áirante elúlti11XJaño se ha visto obliga­
da a reducir sus nóminas yha registraoo, incluso,
una alta 11XJrtalidadempresaria~ C011XJconse­
cuencia de los prciJlemas que ha sufrido este

b . ji'" 269sector para cu nr sus costos nanClerosoo..
Otros sectores con altas tasas de reducción

de personal son las industrias de electricidad,
gas, agua y el sector comercio, en los cuales
se presentó el cierre de 51 mil 623 fuentes de
trabajo, quedando ubicados en el 6,5% y
6,3%, respectivamente. Por su parte, en la
actividad de mineria, hidrocarburos y cante­
ras, la desocupación alcanzó el 4,9%, mien­
tras en la agricultura se situó en el 4,8%,
afectando a 49 mil 756 trabajadores. En los
ámbitos del transporte y las comunicaciones
el desempleo alcanzó el 4,7%.

Un sector ajeno en el pasado a las reduc­
ciones en las nóminas de su personal, el finan­
ciero, registró una tasa de 4,8%. Esta cifra, sin
embargo, no refleja adecuadamente la reali­
dad de inestabilidad laboral que ha acompa­
ñado a los empleados de las entidades banca­
rias sujetas a intervención, tras estallar la cri­
sis del sector; por poner apenas un ejemplo, el
fraude bancario cometido en el Banco Latino,

dejó a 6.140 empleados en la más completa
incertidumbre respecto al destino de sus puestos
de trabajo, sus prestaciones sociales y los bene­
ficios derivados de la contratación colectiva.

267 Cálculos propios.

268 VALECILLOS, Héctor: Economía ~ Política del Trabajo en Venezuela, Caracas, Academia Nacional deCiencias Económicas, 1990, pago 1 6.
269 El Diario de Caracas, 19.09.94.
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Derecho a la indemnización de antigiiedad,
prestaciones sociales

Durante la pasada la campaña electoral,
la modificación del actual régimen de presta­
ciones emergió como discusión de primer
orden, y continúa siéndolo al cierre de este
Informe. No en balde, en aquel entonces el
ahora Presidente ratificó en innumerables fo­

ros y ante la misma Asamblea Anual de Fe­
decámaras, su disposición a respetar el actual
régimen, aunque se pueda estar abierto a "fór­
mulas que sean logradas a través del consen­
so", siempre que ellas tengan como "condi­
ción ... que lW se arrebaten derechos adquiri­
dos de los trabajadores ,,270. En otras pala­
bras, "el sistema de prestaciones sociales
existente en el país podría ser modificado si
los trabajadores aceptaran que lo que se les
propone en sustitución no es un desme jora­
miento de sus condiciones" 271.

Por ello, no resultó extraño que la eleva­
ción del salario núnimo nacional y la creación
de un subsidio de alimentación y transporte,
condujesen al empresariado a fijar pública­
mente su exigencia según la cual no podrían
haber aumentos salariales, mientras no fuese
transformado el actual régimen que remunera
la antiguedad de los trabajadores.

y aquí es conveniente advertir que las
tesis dirigidas a abaratar los costos imputa­
bles a las prestaciones sociales desconocen la
finalidad de éstas en el sentido de recompen­
sar -sobre la base del último salario alcanza­

do-la antiguedad, la permanencia y fidelidad
del trabajador hacia sus respectivos emplea­
dores. A esta tendencia, puede sumarse otra,
igualmente grave y dirigida en similar direc­
ción: la de fijar bonificaciones como medidas
compensatorias frente a la inflación, que me­
diante decretos se des vinculan de las figuras
salariales.

270 El Espacio, 13.12.93.
271 El Globo, 09.07.93.
272 El Nacional, 07 y 14.04.94.

Estas políticas no sólo atacan el concepto
de salario reconocido en las leyes sino además
estarian destinadas a eliminar progresiva­
mente el peso de la institución de las presta­
ciones sociales dentro de la vigente legisla­
ción laboral. Los argumentos empresariales
han venido incidiendo en los sectores guber­
namentales al punto de influir en los acuer­
dos sobre compensaciones salariales y boni­
ficaciones antinflacionarias. Tal como se des­

cribió en párrafos precedentes, del último in­
cremento del salario núnimo, sólo un 30%
será imputable a la base de cálculo de las
prestaciones sociales, mientras el subsidio de
alimentación y transporte fue calificado como
una retribución sin contenido salarial, así que
tampoco se incorpora al salario normal.

En este contexto, distintos representantes
del Ejecutivo Nacional -que ascendieron a
posiciones de gobierno apoyados precisa­
mente en la defensa del actual régimen y la

l.ucha contra las formas de flexibilización que
sostienen las corrientes neoliberales- han

mostrado no pocas contradicciones, reflejan­
do posiciones que los acercan a los intereses
de las entidades gremiales del empresariado
Yotras moderadas para las cuales, al hablarse
de derechos adquiridos, se requiere un diálo­
go abierto con los sectores sindicales del país.
Olmo corolario de esta situación, por un lado,
se encuentra el hecho de que esta materia
pueda resolverse al margen del Ministerio del
T b . 272 . dira aJo , ente con competencia recta en
la aplicación de la normativa laboral y de
seguridad social; y, por otro lado, la amenaza,
finalmente desechada, de incluir la modifica­

ción del régimen como parte del Programa de
Estabilización y Recuperación Económica
(PERE), elaborado por CORDIPLAN.
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La intención de incluir esta materia en el

PERE dio origen a una abierta controversia en
el seno del movimiento sindical, cuyas pre­
siones permitieron que sólo fuera acordada la
conformación de "una Comisión Técnica de

alto nive~ cuya misión será estudiar las op­
ciones, consultar a las diversas partes invo­
lucra das, y presentar a la consideración del
Presidente de la República y del Poder Legis­
lativo, alternativas viables para la instrumen­
talización de una solución que atienda si­
multaneamente la régimen de prestaciones
sociales, el Sistema de Seguridad Social y
los eventuales Sistemas de Ahorro" 273.

Esto da cuenta de la relación establecida

durante los últimos años entre salarios, pro­
ductividad, prestaciones sociales y fuentes de
ahorro interno para la inversión producti­
va274. El PERE considera que "para sustentar
de manera estable la elevación de la produc­
tividad no basta, ni es del todo factible, im­
plantar procesos exitosos de innovación y
capacitación, si los trabajadores no abri­
gan ... por un lado, una expectativa de salario
real creciente y por el otro la confianza en un
sistema de seguridad social que les garantice
efectivamente la atención de salud, el res­
guardo ante los riesgos de cesantía y una
pensión de retiro segura y digna. Finalmente,
la mayor fUente de ahorro interno de un país,
es precisamente la que se acumula por los
fondos de prestaciones sociales de todo tipo,
incluidos los dirigidos a dar soporte a las

jubilaciones,,275 Concluye, en consecuen­
cia, que es necesario instrumentalizar"un sis­
tema de ahorro de los trabajadores que les
garantice una jubilación segura y suficiente,
así como el fUncionamiento de un nuevo Sis­
tema de Seguridad Social, y cualquier even-

tual modificación del régimen de prestacio­
nes no podría darse generando para los tra­
bajadores una desmejora de sus situación
actual" 276.

Para Provea, la simultaneidad expuesta en
el PERE parece aludir al estudio de fórmulas
que se sostengan en el respeto irrestricto del
régimen de prestaciones sociales ya la obliga­
ción indelegable del Estado en el terreno de la
seguridad social. No ob;tante la publicidad ofi­
cial se ha orientado en un sentido diferente, con
lo cual podriamos encontramos nuevamente
frente a la repetida práctica gubernamental de
hacer lo contrario de lo que se anuncia.

A su vez, el movimiento sindical, también

ha mostrado conductas no po(:aS veces con­
tradictorias y vacilantes. Algunos miembros
del Comité Ejecutivo de la crv estiman que
es necesario revisar el esquema actual de
prestaciones sociales, "a fin de aminorar la
tasa de desempleo" y evitar que el mismo se
convierta en un ob;táculo para la creación de
nuevas fuentes de trabajo, además de recono­
cer que el actual sistema "no les garantiza a

los nuevos trabajadores que se incorporan al
mercado laboral una pensión decente" 277.

Para otros, las prestaciones sociales, "en tanto
derechos adquiridos, forman parte del patri­
monio del trabajador y su familia, no pudien­

do ser ne,;ciadas por ningún ministro ni
gobierno" 8. Para estos últimos," la elimina­
ción de las prestaciones persigue la desregu­
larización de las conquistas económicas y
sociales de los trabajadores, sostenida en los

intereses de organismos extranjeros y trans­
nacionales" 279.

En medio de esta polémica pública, la CSJ
sigue sin dar respuesta a la acción popular de
inconstitucionalidad interpuesta por diversas

273 CORDIPLAN: Programa de estabilización y recuperación económica, septiembre 1994, pág. 94.
274 Cordiplan: Op. cit., pág. 93..
275 Cordiplan: Op. cit., pág. 94.
276 Cordiplan: Op. cit., pág. 94.
277 El Globo, 29.08.94.
278 El Nacional, 13.12.93.
279 Ultimas Noticias, 05.04.94.
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La reforma:
despidos más baratos,
mejor competencia

organizaciones sindicales y populares contra
el artículo 128 de la LOT, dis posición que
sirvió de sustento a la presentación por parte
del Ejecutivo Nacional de un Proyecto de Ley
Especial sobre Prestaciones Sociales y Fon­
dos de Retiro. Tal lentitud resulta doblemente

grave, pues se requiere de una clara declara­
toria de nulidad que contribuiría a disipar las
amenaza') que en concreto se ciernen sobre las
prestaciones sociales y, al mismo tiempo, re­
afirmarían el hoy ampliamente vulnerado or­
den constitucional.

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

parcial, limitada hasta la acumulación de tres
años de antigi.iedad y el pago doble de las
prestaciones en los supuestos de despidos in­
justificados; ratificó la liquidación anual de
las prestaciones sociales, pero estableciendo
la obligatoriedad del ahorro del 50% de éstas
mediante fideicomisos, mientras el 50% res­

tante se dejaría a la libre disponiblidad del
trabajador para su consumo, para destinarlo al
mencionado fideicomiso o a las cuentas de los
fondos de retir0281. Con estas modificacio­

nes, las autoridades gubernamentales de en­
tonces recogían la propuesta empresarial de
manera sustancia!.

Por esta vía, las prestaciones sociales fue­
ron asociadas por el empresariado y el gobier-

Si bien la reforma del actual régimen de no con el debate en tomo a la seguridad
prestaciones sociales ha dado origen a al social y, de modo especial, sobre pensiones
menos ocho propuestas280, al igual que en de vejez, bajo la errada idea de que una
años precedentes, las consideraciones que institución puede ser objeto de un trueque o
se exponen a continuación se centran en los cambio por otra.
proyectos presentados por la Cámara de Co- La razón de fondo que motivó al empre-
mercio de Caracas y por el Ejecutivo Nacio- sariado es el argumento según la cual el actual
nal en 1990. régimen es el causante de la desestimulación

El sector empresarial ha propuesto una a las políticas de entrenamiento y capacita­
fórmula que incluye la eliminación del efecto ción de los trabajadores, de la elevación de la
retroactivo de las prestaciones sociales, en tasa salarial, y de la elevación de sus pasivos
virtud de su liquidación anual; el pago de una laborales. Todo ello explicaría la renuencia de
prima especial de antiguedad por años de los empresarios a contratar trabajadores mo-
servicios; la reducción de la penalización de demos, dado que sin el cambio del actual
los despidos injustificados; y la creación de régimen legal, la mano de obra no puede
un sistema de financiamiento de pensiones flexibillizarse, lo que limita las gancias y la
bajo la modalidad de cuentas de capitaliza- sobre vivencia de las empresas en un mundo
ción individual, gestionadas por administra- caracterizado por la apertura económica y el
doras de fondos de retiro privados. intercambio comercial. Estos factores impli-

Con vistas a atenuar la evidente reducción can, en el ámbito nacional, "el riesgo de caí­
de la capacidad de los trabajadores para finan- das en la demanda [que] aumenta tanto por la
ciar su consumo en períodos de desocupa- eventual penetraáón de importaciones en el
ción, defecto contenido en la propuesta de la mercado interno, corm por el riesgo inherente
Cámara de Comercio de Caracas, el Ejecutivo en la entrada a nuevos mercados de exporta­
Nacional sometió a la consideración del Con- ción. Por tanto, la probabilidad de tener que
greso, en 1990, la figura de la retroactividad despedir un trabajador aumenta, con el consi-

280 RODRIGlJEZ, Isaías: Prestaciones y Retroactividad; ('~ntro de Formación de los Trabajadores (EFO) ,
Maracay, julio 1994, pags. 9 -13.

281 MARQUEZ, Gustavo: La reforma del sistema ~restaciones sociales en Venezuela, Papeles de Trabajo
IESA NQ23, 2da. EdiclOn, 1992, pags. 11,12 y 13.
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recho de propiedad. Si consideramos al ac­
tual régimen de prestaciones como uno de los
derechos integrantes del patrimonio de los
trabajadores, cualquier reforma que las afecte
no sólo implicaría una confiscación, sino que
haría igualmente legítimo que áquellos deci­
dan y debatan sobre la suerte de los derechos
y los bienes de los empresarios.

La modificación del régimen de prestacio­
nes sociales, con particular énfasis en su re­
troactividad, constituiría una violación a un
derecho humano constitucionalmente reco­

nocido. Las prestaciones reciben similar tra­
tamiento y regulación en la legislación de
innumerables países (incluso la normativa la­
boral inherente al Tratado de Libre Comercio

suscrito por México, Estados Unidos y Cana­
dá, contempla la figura de indemnizaciones al
término de la relación de trabajo sobre la base
del salario integrado), es decir, "la suma de

todos los in~resos que tenga el empleado por
su trabajo" 83. Además, su sostén universal
como derecho se encuentra igualmente rati­
ficado en el Convenio Nº 158 sobre la Termi­
nación de la Relación de Trabajo por Inicia­

tiva delEmpleador de la DIT, que dispone la
combinación de sistemas de indenmización

por despidos y prestaciones de seguridad so­
cial vinculadas al desempleo, la vejez o la
invalidez (cubiertas actualmente por el
IVSS~ todo ellos "de conformidad con la le-

. l "' l , .. 1 ,,284g¡s aClOny as practIcas naClOna es .
Cualquier Proyecto de Ley que irrespete y

desmejore el actual régimen, entraría en con­
tradicción con el principio de irrenunciabili­
dad de los derechos adquiridos de los trabaja­
dores285, la irregresabilidad de las leyes so-

. 1 286 1 bl' " d . 'dad'Cla es y a o 19aclOn e progresl Vi rm-
puesta a los Estados al ratificar el Pacto Inter­
nacional sobre Derechos Económicos, Socia-

guiente aumento de /os costos totales por uni­
dad de trabajo, generando así un impacto
negativo sobre la generación de empleo,,282.

Las prestaciones sociales,
derechos humanos ¡nnegociables

A pesar de cualquier argumento, el debate
-tal como está planteado- sobre la vigencia
del régimen de prestaciones sociales resulta
inaceptable, toda vez que el abaratamiento
alarmante de la mano de obra del país, refleja
una marcada tendencia de retribución desi­

gual del capital y el trabajo. En otras pala­
bras, no es legítimo un debate impuesto por
los sectores empresariales con el pretendido
propósito de seguir obteniendo la concesión
de condiciones más favorables para invertir y
hacer más rentables sus riquezas, a costa de
los derechos constitucionalmente reconocí­

dos a los trabajadores. No puede disfrutarse
una política salarial complaciente y, adicional­
mente, condicionar la creación de empleos a la
reforma de la ley y al despojo de la única fuente
de ahorro de los trabajadores y sus familias.

La discusión sobre prestaciones sociales y
fondos privados de retiro ha sido planteada a
la opinión pública a partir de una matriz de
opinión creada por sectores empresariales in­
teresados en profundizar la flexibilización y
desregularizaciÓn de las condiciones de tra­
bajo y de la vigente legislación laboral. 0)0­
vendría más, en cambio, la discusión en tomo

a una política de incremento sostenido de los
salarios reales, la elevación del poder de com­
pra de los trabajadores, sobre la base del res­
peto de las conquistas laborales alcanzadas.

Constituye además un contrasentido que
quienes han encabezado esta campaña de opi­
nión contra las prestaciones sociales, sean los
mismos que defiendan marcadamente el de­

282 Márquez, Gustavo: Op. cit., pág. 9.
283 COMISION MEXICANA DE DEFENSA Y PROMOCION DE LOS DERECHOS HUMANOS: La

imposición laboral que nos viene del Norte, págs. 142 y 144.
284 Convenio N2 158, OIT, Art. 12, Párrafo. lo

285 C.R V., Art. 85; LOT, Arts. 3 y 10.
286 ALFDNZO-GUZMAN, Rafael: Nueva Didáctica del Derecho del Trabajo, Séptima Edición, Caracas

1994, pág. 309.
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les y Culturales. Según la ONU, "laprogresi­
vidad implica ... irreversibilidad de los logros
alcanzados, aún en momentos de recesión y
ajuste econónúco, pues es en dichos momen­
tos cuando la ppblación ... requiere una pro-

.• ,,287 E ... 1tecclOn mayor . n consecuenCia, m aun e
Congreso de la República puede menoscabar o
desconocer cualqtÚer regulación normativa que
favorezca y beneficie a los trabajadores, pues la
misma forma parte de su patrimonio. la refor­
ma del vigente régimen puede perfeccionarlo y
ampliarlo, nunca desconocerlo.

Finalmente, constituye una falacia ·hacer
depender la seguridad social de las prestacio­
nes sociales de los trabajadores, ya que éstas
últimas son un derecho individual de todos los

trabajadores, cuyo monto económico es gana­
do con su propio esfuerz0288, y está destina­
do a recompensar la antiguedad por los servi­
cios prestados y protegerlo contra los efectos
de la cesantía. En cambio, la seguridad social
es un derecho colectivo que el Estado, funda­
do en principios de universalidad y solidari­
dad, debe procurar y brindar a toda la pobla­
ción y no sólo a los trabajadores, con el pro­
pósito de satisfacer las condiciones mínimas
en materia "de vivienda, salud, educación y
recreación, así conv las providencias necesa-

Derecho a la Libertad Sindical

Libre asociación sindical

El 08.02.94, los Alcaldes de los Munici­

pios Sucre, Chacao y Baruta del Estado Mi­
randa firmaron un acuerdo mediante el cual

se creaba la Junta LiqtÚdadora de la Manco­
munidad del Cuerpo de Bomberos del Este
de Caracas, propues ta que en principio impli ­
caba el despido de 200 bomberos y de 100
empleados.

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

rias contra el desempleo, los riesgos laborales,
la invalidez, la ancianidad y la mlerte,,289

la reforma propuesta está orientada a ele­
var la producti vidad, sobre la base de la flexi­
bilización de la legislación laboral. Resulta
claro que al afectarse la estabilidad en los

empleos, ~r efecto del abaratamiento de los
despidos2 0, eliminada la retroactividad, los
trabajadores pasarán a constittÚr un peso me­
nor del cual los patronos podrán prescindir
con facilidad, aumentando la rotación de la
mano de obra. Ello se traducirá en salarios

más bajos, presionados por el gran número de
desempleados. Al incrementarse éste, la nó­
mina de los trabajadores afiliados a los sindi­
catas dismintÚrá, reduciendo progresivamen­
te los ámbitos amparados por la contratación
colectiva, mientras se perderá el peso que
corresponde a las organizaciones sindicales
como órganos de representación de los dere­
chos e intereses de los trabajadores. Se abrirá
así la puerta para el relajamiento de la jornada
de trabajo y de las condiciones de higiene y
seguridad industrial.

En conclusión, las propuestas del empre­
sariado de reformar las prestaciones sociales,
son contrarias al vigente ordenamiento jurídi­
co laboral y por ende inconstitucionales.

Vistas las intenciones de los alcaldes, los
trabajadores intentaron una serie de acciones,
entre las cuales estuvo la interposición, el
03.03.94, de una acción de amparo constitu­
cional para proteger su derecho a la estabili­
dad y el trabajo, a la par de un recurso de
nulidad del acuerdo que ordenaba la liqtÚda­
ción de la Mancomunidad. la acción de am­

paro fue declarada con lugar en agosto de
1994, ordenándose la suspensión de toda ac-

287 ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: Comentario General NQ3; Ginebra 1990,
pág. 12.

288 Rodríguez, Isaías: Op. cit. pág. 5.
289 ldem.
290 El Globo, 14.03.94.
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tividad de la junta liquidadora yel proceso de
reestructuración adelantado.

Asimismo, se desarrolló una iniciativa de
afiliación sindical, sobre la base de la condición

de trabajadores de los bomberos, exentos de su
calificación como personal militar o paramili­
tar, dada por las autoridades sin fundamento
legal alguno. El resultado fue el reconocimiento
por parte del Ministerio del Trabajo del derecho
de organización sindical de los bomberos, y así
se produjo el registro del Sindicato de Bombe­
ros Profesionales del Distrito Federal y Estado
Miranda (SINPROBOM), primera organiza­
ción de su tipo en el país.

La actuación del Ministerio del Trabajo
fue impugnada por los alcaldes en cuestión,
quienes consignaron un recurso de reconside­
ración que sostiene la aplicación de la Ley de
Seguridad y Defensa a los bomberos, en vir­
tud de la existencia de la Comisión Nacional
d D •. C' il291 . l" 1 .e bensa IV , que mc runa os servi-
cios de combate de incendio y atención de
calamidades públicas. Todo ello imponía, so­
bre la base del artículo 7 de la WT, excluir la

aplicación de esta normativa a los bomberos
y funcionarios administrativos de la citada
mancomunidad. A su vez, el 10.05.94, el Go­
bernador del estado Miranda declaró a los

miembros del Cuerpo de Bomberos de dicha
entidad regional como personal "vinculado a
la defensa y seguridad de la nación,,292, ex­
ceptuado de la aplicación de la WT y de la
Ley de Carrera Administrativa.

El Ministerio del Trabajo, empero, ratifi­
có el 21.06.94 el derecho de libre afiliación

sindical, de contratación colecti va y de huelga
del personal bomberil, así como su condición
de trabajadores, por tanto no sujetos a la ex­
clusión prevista en la WT, toda vez que se
trata de personal no militar, ni policial, ni

comprometido en el mantenimiento del orden
público en sentido estricto.

El reconocimiento de los derechos sindi­

cales por las autoridades del Trabajo, sin em­
bargo fue seguido por un conjunto de actua­
ciones por parte de la Mancomunidad soste­

nidas en el inconstitucional ~lamento In­
terno de Régimen Disciplinario 3, en base al
cual se ordenaron traslados de personal sin
motivación alguna y se detuvo por más de
ocho días a miembros de la junta directiva de
la organización sindical. Estas represalias
constituyen actos dirigidos contra la libertad
sindical, además de implicar la comisión de
hechos punibles por parte de las altas autori­
dades del mencionado cuerpo de bomberos.

Fuero sindical

Luego de la huelga nacional protagoniza­
da por empleados tribunalicios en julio y
agosto de 1993, el Consejo de la Judicatura
res pondió con la apertura de expedientes dis­
ciplinarios a 400 trabajadores en diferentes
ciudades del país. El 10.02.94, dos meses
después que el Laudo Arbitral pusiera fin al
conflicto, el Consejo de la Judicatura destitu­
yó a 23 funcionarios, incluídos los directivos
de la Organización Nacional de Trabajadores
Tribunalicios (ONTRA1), María Elena SA­
NABRIA YEsperanza HERMIDA, así como
directivos regionales de Anzoátegui, Táchira
y Miranda. La destitución fue cues tionada en el
mismo seno del Consejo de la Judicatura, de
forma tal que el magis trado Pedro Miguel Reyes
salvó su voto, catalogando la medida como
"carente de mérito, por inoportuna e inconve­

niente" , además de implicar "sanciones que se
dan en el marco del últirm conflicto colectivo,
situación laboral-administrativa que por efecto

del Laudo Arbitral jJeron superadas" 294

291 Decreto Nº 231, 10.08.79.
292 Decreto Nº 00077, Gobernador del Edo. Miranda, Gaceta Oficial del Edo. Miranda, 10.05.94.
293 Reglamento Interno de Régimen Disciplinario del Cuerpo de Bomberos del Distrito Sucre del Edo.

Miranda, del 23.01.86. El artículo 17 preveé como sanciones disciplinarias el arresto hasta de 15 días y
la imposición de guardias internas extras por 8 días.

294 El Nacional, 12.02.94.
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En la última paralización de los órganos En febrero de 1994, la Inspectoría del
de administración de justicia, ocurrida a partir Trabajo declaró con lugar la solicitud de des-
del 09.05.94, uno de los elementos centrales pido contra Alfredo RAMOS y Daniel SAN-
de disputa fue la suerte de los trabajadores TOW, Secretario General y Secretario de
destituidos, el reconocimiento del fuero sin- Organización, respectivamente. Estos despi-
dical y la inamovilidad de él derivada. Esto dos no sólo irrespetaron la libertad sindical de
generó la amenaza de cesación de acti vidades la UOEIT, sino que vulneraron el derecho a
de los jueces, para quienes el fuero sindical es la representación de los trabajadores en la
contrario a la autonomía del Poder Judicial. gestión de la empresa, dada la doble condi-

Tal procedimiento no es nuevo, el segui- ción que ostentaban ellos, de diligentes sindi-
miento de los últimos tres años da cuenta del cales y Directores Laborales295. La decisión
uso reiterado de procedimientos disciplina- delInspector del Trabajo contravino la dispo-
rios por parte del Consejo de la Judicatura, sición legal que confiere la competencia para
como parte de una política de retaliaciones decidir sobre la inamovilidad de los directores
dirigidas contra las directivas sindicales, que laborales, a los órganos jurisdiccionales y no
pone al descubielto la consciente decisión de a dicho ente adrninistrativ0296.
vulnerar el fuero que les ampara. En el trancurso de este proceso también

Otro paradigmático ejemplo de im~speto fueron despedidos, sin cumplir con el proce-
al fuero sindical se encuentra en la política de dimiento exigido por la Ley, cuatro delegados
personal desarrollada por la Compañía Anó- sindicales amparados por la inamovilidad es-
nima Teléfonos de Venezuela (CANTV), que tablccida en el actual contrato colectivo.
ha estado orientada a "la disminución y elimi - Posteriormente, Lenín VILLAMARlN,
nación del papel del sindicato", con el propó- postulado en elecciones convocadas para sus­
sito de impedir su oposición a la flexibiliza- tituir a los representantes laborales, fue igual-
ción y des colectivización de las relaciones de mente despedido, a pesar de su condición de
trabajo adelantada en dicha empresa. dirigente sindical, de representante laboral

El 17.09.93 la CANTV solicitó a la Ins- suplente, de estar inmerso en un proceso elec­
pectoría del Trabajo del Municipio Liberta- cionario y de encontrarse de permiso por ra­
dor del Distrito Federal, la calificación de zones médicas. Y, a pesar de que la Inspecto­
despido de la totalidad de la Junta Directiva ría del Trabajo había ordenado su reenganche
de la Unión de Obreros y Empleados de la en agosto de 1994, para el momento de redac­
Industria de las Telecomunicaciones de Cara - tar el presente Informe la empresa no lo había
cas (UOEI1), organización que el 13.08.93 incorporado a su puesto de labores.
consignó ante esa misma instancia un plie- En septiembre de 1994, una vez consigna-
go de peticiones, denunciando violaciones do un Pliego Conflictivo por el Sindicato de
a la convención colecti va, el traslado com - la CANTV -Zulia, la empresa telefónica soli­
pulsivo de trabajadores en los centros de citó el despido de más de cien trabajadores,
labores y la amenaza de despido que pen- incluidos cinco dirigentes sindicales, por con­
día sobre 3 mil de ellos. Mientras se cum - siderar que los mismos habían formulado 11a­
plían los trámites del conflicto, fueron mados a la paralización de actividades antes
despedidos 77 trabajadores que se encon- de vencerse el plazo destinado a la concifia-
traban amparados con inamovilidad. ción en el conflicto. Dos miembros de la

295 Organización Internacional del Trabajo: Convenio Nº 135 sobre los Representantes de los Trabajadores,
La figura también está prevista en el Título X de la Lar, y se inspira en la cogestión de la empresas y
organismos oficiales.

296 Lar, Art. 614.
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Federación de Trabajadores de las Telecomu­
nicaciones (FEfRATEL), Cruz Hernandez y
José Pereira, denunciaron haber sido también
despedidos por haber apoyado a los trabaja­
dores zulianos. Al propio tiempo, la empresa
buscó medrar las bases sindicales, intimidando

a los trabajadores con actos que incitaban a la
d afil' " 1 di .. , di' di 297 haes 1IaClOny a VlSlOll e sm cato , -

Derecho de convención colec.tiva

ciendo llamados a no cancelar las cuotas298.

La conducta de la CANTV profundiza una
línea de intervención cada vez más directa,
que junto a los ataques a la contratación co­
lectiva, pueden derivar en la mediatización y
posterior desaparición del sindicato como
ente regulador y protector de los intereses de
los trabajadores.

El lapso analizado ratifica la elevada con­
flictividad asociada a los procesos de nego­
ciación de nuevas convenciones colectivas,
tal como ocurriera en años precedentes. Las
causas remiten a la reiterada política patronal
de oponerse a las peticiones contenidas en los
proyectos contractuales, bajo argumentos de
recesión, incrementos en los costos de pro-
d . 'al . 1 d 299UCClony ta competencIa en e merca o,
o bien en virtud del mantenimiento de dispo­
siciones normativas que impiden su plena
realización en el ámbito de la Administración
Pública.

Lo anterior permite explicar las recurren­
tes paralizaciones ocurridas en el seno de la
Administración Pública, convertida por efec­
to del vencimiento de numerosas convencio­

nes, en epicentro de nuevos procesos de ne­
gociación que involucraron tanto a sus obre­

ros como empleados o funcionarios de carre­
ra. Cuatro elementos, al menos, deben valorarse

para analil'M la política oficial en este terrenó:
1) La aplicación del Reglamento Nº 1de la

WTpara negociar las Convenciones Co­
lectivas de Trabajo de los Funcionarios o
Empleados al servicio de la Administra­
ción Pública. Se ha transformado en un
excelente instrumento de carácter suble­

gal para burocratizar y dilatar el disfrute
de este derecho por parte del funcionaria-

do oficial, a consecuencia de la lenta tra­
mitación que imprimen los organismos
administrativos encargados de estudiar
los proyectos de convención.
A este respecto, Provea ha afirmado en

anteriores ocasiones que el referido Regla­
mento posee graves vicios jurídicos, pues vul­
nera el principio de voluntariedad propio de
las figuras contractuales. La impugnación de
dicho instrumento, formalizada mediante una
acción popular de inconstitucionalidad intro­
ducida por diversas organizaciones sindicales
el 21.07.91, aún espera por el fallo de la CSJ.
2) El artículo 8de la WTy la Ley de Carrera

Administrativa (LCA).· La Constitución
estableció una reserva legal en tomo a la
función pública, por virtud de la cual la
regulación relativa al ingreso, ascenso,

traslado, suspensión l retiro debía eÍec­
tuarse por vía lega¡3° . Siendo así, la rela­
ción de trabajo entre los servidores públi­
cos y la Administración que los emplea,
es de naturaleza estatutaria, establecién­
dose por vía legal lo que atañe a sus dere­
chos y beneficios. En consecuencia, el
estatuto jurídico se materializa enel modo
unilateral y no voluntario en que son fija­
das las condiciones de prestación de ser­
vicios de los funcionarios o empleados
públicos, a través de la Ley de Carrera

297 CANTI, Circular internaNº 244$4, del 17.02.94.
298 CANTI, Comunicacióninterna de fecha 14.10.93.
299 Alegato formuladopor la empresa NOEMY,c.A. en el procesode discusión de la nueva convención

colectivainiciado porel Sindicatodel Vestido(SINIRAVES).
300 CRV, Art. 122.
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logación de los regímenes juridicos aplica­
bles tanto a los funcionarios o empleados
públicos como al resto de los trabajadores,
lejos de cerrarse, se ha avivado durante el
período en estudio, tal y como lo reflejan las
posturas adoptadas por los dos últimos Minis­
tros del Trabajo.

En efecto, Horacio Vivas Peña, titular de

la cartera de Trabajo durante el mandato pro­
visional de Ramón J. Velásquez, manifestó
con ocasión delLaudo Arbitral que resolvería
la disputa surgida entre el Poder Judicial y los
funcionarios tribunalicios en 1993, que el
mismo venía "a ser una reivindicación del

trabajador al servicio público, porque la rigi­
dez con que se mantiene el derecho estatutario
en Venezuela, para mantener subordinados a
los empleados públicos, en cierta prma se ve
presionado en este laudo a una ruptura, que
viene a darle mayor dignificacián a los traba­
jadores al servicio público" (valga acotar que
este Laudo Arbitral no fue publicado en la
Gaceta Oficial sino 45 días más tarde304, im­
pidiendo su inmediata vigencia, en franco
perjuicio de los derechos de los trabajadores).
De esta manera, consideró abierto un camino
para que el régimen juridico que regula al em­
pleado público sea equiparado a la WT, y
vaticinó que" a jitturo, tendrá necesariamente
que venir tanto reformas constitucionales
como reformas legales, para vincular de una
vez por todas a que todos los trabajadores en
el país, por el hecho mismo de que el trabajo
es un hecho socia~ a estar todos inmersos en

305
una sola ley" .

En similar dirección parece orientarse la
declaratoria de inamovilidad que realizara el
Ministerio del Trabajo en su Resolución NQ

0314, en la cual procedió "a efectuar la con­
vocatoria a una Reunión Normativa Laboral

para los Ministerios y otros Organisn1Os Cen-
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Administrativa. Esta, aunque admite la
fi 1 filo • , • di al 301 d19ura a al IaClOl1SIn c, re uce su
campo de actuación al no consagrar otras
instituciones del Derecho Colectivo del

Trabajo, tales como la contratación colec­
tiva y la huelga.
La entrada en vigencia en 1990 de un

nuevo cuerpo normativo, la WT, dio paso a
una interpretación restrictiva sobre el alcance
de su artículo 8, colocando a ésta como una
legislación aplicable de manera supletoria.
Bajo esta visión la WT únicamente podrá
aplicarse al funcionario público en la medida
en que se discutan beneficios y derechos no
regulados de manera expresa en la LeA, de
manera que quedarian excluídos de una even­
tual negociación colectiva, lo ateniente al in­
greso a la Administración, los ascensos en
cargos, los traslados, retiros y suspensiones, el
sistema de remuneraciones y los montos de los
sueldos, la estabilidad y el régimen jurisdiccio­
nal de la carrera administrativa, las primas y

bonificaciones, entre otras muchas materias.

La Procuraduria General de la República
(pGR) y los órganos jurisdiccionales, apoya­
dos más en criterios del Derecho Administra­

tivo que en el Derecho Laboral, excluyen a los
funcionarios públicos de la posibilidad cierta
de ejercer un mecanismo eficaz para que, aún
respetando la naturaleza de la función públi­
ca, se les permita regular aspectos fundamen­
tales de todo trabajador. Un ejemplo de estas
interpretaciones, remite a la reiterada negati­
va en admitir la inamovilidad laboral, figura
vinculada al fuero sindical e inherente a las

negociaciones y conflictos colectivos del traba-
• '302 S . l' viii'dadJO. e sostiene que a mamo no co-
rresponde a los funcionarios públicos, pues es­

tánsometidos a unré~imenestatutario que con­
sagra la estabilidad. 03 En virtud de este
elemento, el polémico debate sobre la homo-

301 LCA, Art. 23.
302 Lar, Arts. 449, 506, 520 Y533, literal "r".
303 LCA, Art. 17.
304 Gaceta Oficial Extraordinaria Nº 4656, del 08.12.93.
305 El Universal, 06.11.93.
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trales, Instiáltos Autónomos, Fundaciones y
demás Entidades PÚblica, con el objeto de
negociar y suscribir una convención colectiva
de trabajo".
3) El déficit fiscal. Las limitaciones presu­

pues tarias que padece el Estado han cerra­
do las posibili dades para discutir concilia­
toriamente las convenciones colectivas.
Los sindicatos se encuentran ante una di­

lema que les impone elegir entre repre­
sentar adecuadamente las demandas de

sus bases, o plegarse a los argumentos del
patrono oficial que le invita a repetir sus­
tancialmente las condiciones socioeconó­

micas alcanzadas en convenios preceden­
tes y ya vencidos.

4) Las Reuniones Normativas Laborales. Con

el objeto de racionalizar los procesos de
negociación colectiva y los gastos deriva­
dos por nuevas contrataciones, el Minis­
terio del Trabajo ha impuesto durante
1994 la modalidad de convocar a Reunio­

nes Normativas Laborales306 para homo­
logar las condiciones de prestación de ser­
vicios tanto de obreros como de emplea­
dos de la Administración Pública Nacio­

nal. Se considera al ámbito público como
una rama de actividad específica que re­
quiere de un régimen de beneficios y de­
rechos contractuales similares para todos
sus trabajadores, según los sectores en que
participen (salud, educación, transporte y
comunicaciones, varios). No obstante,
este camino debe garantizar la participa­
ción igualitaria de las organizaciones sin­
dicales en las discusiones contractuales,
evitando el control por parte de entidades
fedemtivas de trabajadores, en desmedro
de la libertad sindical. Además, la necesi­
dad de homologar los beneficios no puede
utilizarse para reducir o rebajar derechos
y beneficios logrados precedentemente.
Esta situación afectó de manera particular

a los centros de atención médica dependientes
de la Administración Central, a cargo del
Ministerio de Sanidad y Asistencia Social
(MSAS), así como a los correspondientes a
la Administración Descentralizada, como es
el caso del Instituto Venezolano de los Segu­
ros Sociales (IVSS). El sector de la salud se
ha camcterizado por la permanente conflicti­
vidad laboml, que involucra a más de 100 mil
trabajadores al servicio del Estado. Las recla­
maciones han girado en torno a la discusión y
firma de nuevas convenciones colectivas,

aunque en no pocos casos las paralizaciones
han estado sustentadas en incumplimientos
de cláusulas contractuales ya estipuladas, así
como en objeciones y rechazos a los procesos
de descentralización administrativa y rees­
tructuración que atañen al sector.

A nivel nacional se produjeron al menos
seis paralizaciones generales y once parciales
de médicos; ocho huelgas generales y siete
parciales de empleados o funcionarios de ca­
rrera; tres paros generales y siete parciales de
obreros de la salud, en centros e instancias

dependientes del MSAS e IVSS. El personal
adscrito a dichos entes y agrupado en la Fe­
demción Médica Venezolana (FMV), el Sin­
dicato de Empleados Públicos del MSAS
(SUNEP'sAS) y la Federación de Trabajado­
res de la Salud (FETRASALUD), tras largos
procesos de discusiones contractuales inicia­
dos en el último trimestre de 1993, vieron

truncadas la pos ibilidad de verse regulados por
convenios propios, debido a las convocatorias a
sendas Reuniones Normativas Laborales.

En el caso de los médicos y empleados
públicos, la imposición de tal procedimiento
provocó en septiembre movilizaciones y

huelgas en las principales ciudades del país,
como parte de un pacto de solidaridad gre­
mial dirigido a enfrentarlo, y que contó tam­
bién, con la paralización de los obreros del
sector. La CTV declaró su apoyo al conflicto,

306 Ministerio del Trabajo: Resolución NQ203, Gaceta Oficial Nº 35.486, del 20.06.94; y Resolución Nº
0314, Gaceta Oficial N2 35.541, del 07.09.94.
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amenazando con acciones emprendidas por
los empleados públicos a nivel nacional.

El Despacho del Trabajo catalogó la huel­
ga como un acto "ilegal e irresponsable", y
amenazó con sanciones disciplinarias, aper­
tura de averiguaciones de carácter penal y
despidos para los directivos sindicales de SU­
NEP-SAS y FETRASALUD, la suspensión
de pago de salarios a los trabajadores invo1u­
crados en los conflictos y la militarización de
hospitales, ambulatorios y demás centros de
trabajo. A su vez, el MSAS de manera'reite­
rada ha afirmado que "los gremios y sindica­
tos prostituyen el paro y defienden las ante­
riores políticas clientelares".

FInalmente, la FMV tomó parte de las pri­
meras deliberaciones de la Reunión Normativa

Laboral, recalcando su interés de impugnar la
resolución ministerial que la convocó, al consi­
derar que la misma implica una flagrante viola­
ción del derecho de convención colectiva

Las entidades regionales tampoco se han
visto al margen de las protestas encabezadas
por médicos, bioanalistas, empleados admi­
nistrativos y obreros. De modo especial resal­
ta la huelga declarada en julio de 1994 por el
personal médico al servicio de la Goberna­
ción del Distrito Federal, dirigida a presionar
la aprobación de la convención colectiva. El
conflicto encontró su punto más álgido cuan­
do el Gobernador propuso reeditar el conteni­
do socioeconómico de la convención vencida,
a causa del déficit presupuestario. Ante esta
oferta, el (blegio Médico amenazó con la
renuncia masiva de sus agremiados, bien re­
cibida por el ente patronal, que anunció públi­
camente su aceptación. De este modo, se de­
bilitó la posición original de los galenos, quie­
nes finalmente convinieron en negociar un
sueldo que alcanza los 45 mil bolívares men­
suales (US$264,70).

De manera similar, los conflictos suscita­
dos en el seno de la CANTV de la región
capital y en los estados Zulia y Aragua, tienen
su origen en la denominada descolectivización
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y flexibilización de las relaciones de trabajo,
vale decir, en la sistemática desaplicación e
irrespeto por la convención colectiva vigente.

En lo que atañe a las modalidades en la
prestación de servicios,se ha profundizado la
contratación de la mano de obra a tiempo
determinado y de manera indi vidual, contra­
tos que además de vulnerar intenciona1mente
la estabilidad laboral, introducen modifica­
ciones sustanciales a conceptos como salario
y jornada de trabajo, incorporan de manera
unilateral el llamado "Código de Etica" de la
empresa, y desmejoran las condiciones de
higiene y seguridad indlL'itrial. Por su parte, el
resto de los trabajadores de la empresa, obser­
va como ésta a iniciativa propia cambia los
horarios de trabajo; cubre las vacantes con
nuevo personal, sin notificar ni esperar la
previa postulación del sindicato; no cancela
los descansos compensatorios de los días sá­
bados y domingos; incrementa las horas en
áreas de actividad cuya jornada está previa­
mente regulada; incumple cláusulas de vi­
viendas y pago de utilidades; desconoce el
salario base para el cálculo de las prestaciones
sociales y el fideicomiso; y ejecuta traslados
compulsivos de los centros de trabajo.

Bajo la misma orientación, se reduce el
número de trabajadores amparados por la
convención colectiva, cuandounsignificativo
grupo es calificado como personal de confian­
za y de dirección. Ello se articula con la
agresi va política de subcontratación de servi­
cios y tareas, con la cual la CANTV pretende
trasladar la responsabilidad laboral a un va­
riado conglomerado de pequeñas empresas,
sin necesidad de ver incrementada su nómina

de trabajadores y reduciendo los costos fijos
derivados por contratación colectiva.

Otro conflicto que in volucró a la contrata ­
ción colectiva fue el protagonizado por la
Línea Aeropostal Venezolana (LA V), cuyo
proceso de privatización fue reeditado en
1994, dada la situación de desequilibrio fi­
nanciero de la empresa. La oferta se declaró
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desierta y el FIV se vio ante un dilema insal­
vable: reintentar la privatización o declarar la
quiebra de la LAV.

La primera de las opciones llevaba de la
mano una condición: redimensionar o flexibi­
lizar el contenido de los convenios colectivos

vigentes, esto es, rebajar los montos económi­
cos deri vados de la contratación colecti va,

eliminar las cláusulas que otorgaban injeren­
cia gerencial a los sindicatos y el control de
éstos sobre horarios, ingresos de personal,
definición de los equipos a utilizar, reducir los
beneficios de boletería que disfrutaban el per­
sonal y sus familiares, entre otros (muchas de
éstas cláusulas, debe acotarse, existen por lo
general en las líneas aéreas, o son es tablecidas
en algunas convenciones bajo la figura de la
cláusula sindical y la representación de los
trabajadores en la gestión de las empresas
estatales e institutos autónomos).

El FIV valoró la contratación colectiva

como un escollo a vencer, pues de lo contrario
no habría inversionistas interesados en la pri­
vatización. Ante los fracasos registrados en
las deliberaciones llevadas a cabo entre los

directivos de la LAV Yel FIV con los sindi­
catas, la Junta Directiva de la LAV optó por
la quiebra, que comenzó con el cierre de la
empresa y la cancelación de sus vuelos y
venta de boletos a partir del 31.08.94. Desde
el punto de vista laboral, las consecuencias
inmediatas se tradujeron en la pérdida de la

fuente de trabajo para 2.365 trabajadores y la
finalización de la contratación colectiva.

El escenario de reclamos mutuos entre la

LA V, el FIV y los sindicatos, permitió sacar
a la palestra pública varios hechos que con­
viene tener presentes. En primer lugar, la
Junta Directiva de la LAV unilateralmente

ordenó el cierre de la empresa y la cesación
de las actividades, conducta que entraña un
flagrante desprecio por la WT, la cual preveé
la posibilidad de modificar las condiciones
vigentes -de mutuo acuerdo entre empleados
y patronos- cuando se considere que existen
condiciones económicas que pongan en peli­
gro la existencia o la operaciones de su em­
presa. El desconocimiento a este procedi­
miento constituye un lock-out, es decir, una
huelga del patrono, prohibida por la nueva
normativa laboral. Por otro lado, el cese de

operaciones de la LA V se realizó con casi un
mes de anticipación a la solicitud de quiebra
consignada en el tribunal mercantil.

Más aún, resulta del todo censurable la
escasa mención a la inestabilidad laboral que
afecta a los trabajadores aeronaúticos (pilo­
tos, azafatas y personal de tierra), puesta en
evidencia en fórmulas de contratación a des­

tajo, sometidas al cumplimiento de tareas es­
pecíficas, obligando a los trabajadores a consti­
tuir sus propias empresas, con lo cual se busca
transformar una relación laboral en relación

mercantil, evadiendo la aplicación de la WT.

Derecho a huelga y conflictos colectivos del trabajo

En el pasado reciente, el Ejecutivo Nacio­
nal -con el franco apoyo de los sectores em­
presariales- pretendió reglamentar este dere­
cho, haciendo énfasis en aquellas actividades
valoradas como "servicios esenciales", ame­
nazando con dictar una normativa de carácter

sublegal, mediante la cual se vería prohibido
el ejercicio de la huelga en el ámbito de de-

terminados servicios públicos.
Tales pretensiones encontraron abierta

oposición en el seno del movimiento sindical
y en la opinión de expertos laboralistas, para
quienes se pretendía reducir al gusto de la
Administración los ámbitos de conflicto, fa­
cilitando su control con el apoyo de un funda-

. 'di 307 Re ul bmento JUTI co . s ta a entonces una

307 VILLASMIL P., Humberto: Huelga_a la carta o al gust9de la Adqtinistración, Revista SIC Nº 550,Caracas, Dic. 1992, págs. 45l/Y~

158



verdad irrefutable que ante las crecientes pro­
testas de funcionarios públicos, el surgimien­
to de nuevos actores sindicales con autono­

mía respecto a las tradicionales organizacio­
nes de trabajadores, se impolÚa una respuesta
oficial restrictiva, en una realidad distinguida
por el déficit presupuestario y los planes de
reducción del aparato estatal.

La llegada de nuevas autoridades al Mi­
nisterio del Trabajo en 1994, imprimió una
nueva conducta, que por reiterada (Provea
ha conocido ocho casos sólo en e! área me­

tropolitana) debe ser estimada como una
política oficial dirigida a restringir el dere­
cho de huelga y entrabar el libre desenvol­
vimiento de los conflictos colectivos en el

campo laboral.
En virtud de esta política, los Inspectores

del Trabajo, entes administrativos encarga­
dos de tramitar los pliegos conflictivos que
interpongan las organizaciones sindicales,
obstaculizan el transcurrir de las 120 horas

posteriores a la consignación de los pliegos,
transformándolos unilateral mente en "plie­
gos con carácter conciliatorio, pliegos con­
flictivos para ser tramitados conciliatoria­
mente; o sencillamente ...pliegos conflictivos,
acordándose la inamovilidad, pero señalan­
(lo de manera expresa que no están transcu­
rriendo las 120 Iwras establecidas legalmen­
te para ejercer el dereclw de huelga,,308.

Las variadas calificaciones otorgadas por
los Inspectores del Trabajo a los pliegos con­
flictivos están orientadas a evitar que los tra­
bajadores emprendan la huelga, y son jus tifi ­
cadas por la necesidad de profundizar las
gestiones conciliatorias que han precedido a
la interposición de los pliegos durante un
largo tiempo y -a criterio de los sindicatos
reclarnantes- se han mostrado ineficaces. De

esta forma, la oportunidad de iniciar los con­
flictos se ha trasladado de las organizaciones
sindicales a las autoridades del Trabajo; afec-
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tanda e! papel y la automÍa de aquéllas como
instancias de defensa de los derechos de sus
afiliados.

Esta sistemática actitud se encuentra

abiertamente reñida con la Constitución y la
Ley, pues los funcionarios del trabajo no po­
seen competencia para calificar los pliegos,
vulnerando así el principio de legalidad según
el cual e! funcionario no puede arrogarse para
sí atribuciones que no le estén expresamente
otorgadas.

En la práctica, el Ministerio del Trabajo
estaría asumiendo parcialmente e! contenido
de los proyectos de reglamentación de la huel­
ga anunciados por el gobierno que le prece­
dió, y contraviniendo jurisprudencia de la
CSJ que data de 1994. Por lo demás, la expe­
riencia demuestra que esta política oficial,
abre un campo suceptible de responder a con­
veniencias políticas o la discrecionalidad que
caracteriza a los Inspectores del Trabajo.

De igual forma, coloca en un grave estado
de inseguridad jurídica a los trabajadores en­
vueltos en procesos conflictivos, dado que en
buena medida no se determina si la inamovi­

lidad empieza a ope)tar de manera efectiva a
partir del momento de la interposición de los
pliegos o cuál será la extensión temporal de!
"congelamiento" de las acciones de presión
impuesto por las autoridades. A criterio de los
sindicatos, esta situación puede dar lugar a
paralizaciones o a que los trabajadores ac­
túen en el marco de la desobediencia civil,

toda vez que los requisitos legalmente esta­
blecidos para la huelga se habrían cumplido
con e! transcurrrir de las 120 horas, y la inmi ­
nencia del conflicto no puede ser detenida por
las actuaciones ilegales de los Inspectores.

Por otra parte, el Ejecutivo Nacional ha
recurrido nuevamente a la figura de los De­
cretos de Reanudación de Faenas, prevista en
el artículo 504 de la WT, para imponer for­
zosamente la finalización de conflictos colec-

308 Dictamen sobre la tramitación de los Pliegos de Peticiones con Carácter Conflictivo, Consultoría Jurídica
de la Comisión de Asuntos Sociales, Cámara de Diputados, Congreso de la República, 09.08.94.
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tivos. El único caso que se registró vuelve a
tener como víctimas de la medida a funciona­

rios judiciales, quienes en menos de diez me­
ses han visto truncado de similar manera su

derecho de huelga. Tales decretos constituyen
una medida de fuerza, cuyo cumplimiento se
produce bajo la amenaza de despido a los traba­
jadores involucrados, en el supuesto de que no
se reincorporen a sus puestos de lalx)res, según
lo ordenado por el Ejecuti va Nacional.

La utilización de esta figura, aunque sea
tan sólo en una oportunidad en el lapso del
presente Infonne, podría convertirse en indi­
cativo de la política que seguirá el Ministerio
del Trabajo en casos de conflictos en la Ad­
ministración Pública, las cuales podrían ser
valoradas como causantes de conmoción pú­
blica, más aún cuando se encuentran en curso
los procedimientos de discusión de las Reu­
niones Normativas Laborales que implican a
funcionarios de carrera y obreros.

Paradójicamente, luego de requerido en
1993 para poner fin a la huelga tribunalicia,
en 1994 el Com,ejo de la Judicatura incumplió
18 cláusulas del Laudo Arbitral y destituyó a
23 funcionarios que habían tomado parte en
las acciones huelgarias, incluidos dirigentes
sindicales.

Esta medida desvaneció la posibilidad de
superar las crónicas paralizaciones en elPo­
der Judicial, y el 09.05.94, luego de que el
J\1inisterio del Trabajo se negara a dejar
transcurrir el plazo de 120 horas legalmente
estipulado a partir de la interposición del plie­
go conflictivo, 11 mil funcionarios daríanini­
cio a la huelga, afectando las labores de los
tribunales en todo el país. En el curso de la
acción, los sindicatos hicieron énfasis en el

respeto de las cláusulas relativas al incremen­
to salarial, el reconocimiento de la inamovili­
dad y libertad sindical y el reenganche de los
trabajadores destituidos.

El 24.05.94, y luego de que los sindicatos
presentaran diversas fórmulas de concilia­
ción, el Procurador General de la República
exhortó al Ejecutivo Nacional a expedir un
nuevo decreto de reanudación obligatoria de
faenas. Así, el 26.04.94, el Presidente Caldera
exigió al Consejo de la Judicatura acatar lo
dispuesto en el Laudo Arbitral309, recono­
ciendo un incremento del 69,4% sobre el sa­

1ario de los funcionarios; el respeto del fuero
sindical y la inamovilidad de los dirigentes; y
el sometimiento a la conciliación de la con­
troversia relacionada con las horas extraordi­

narias, reglamentos de ingreso del personal y
permisos sindicales. Para satisfacer el conte­
nido socioeconómico de lo ordenado, se otor­
gó un crédito adicional de 3.200 millones de
bolívares.

La reacción de los jueces ante esta deci­
sión fue amenazar con la suspensión de acti­
vidades, al considerar la inamovilidad y la
libertad sindical como atentatorias de la inde­

pendencia del Poder Judicial, además de es ti ­
mar necesario un reajuste sustancial de los
sueldos que devengaban, ajuste que se les
concedió, marcando una ostensible diferencia

con los funcionarios tribunalicios (Un escri­
biente de un juzgado de primera instancia
de vengaría un sueldo 22.464 bolívares, en
tanto que un juez de esa misma instancia
recibiría como sueldo de 108 a 135 mil bolí­

vares). Los magistrados del Consejo de la
Judicatura también elevaron sus sueldos hasta
180.374 bolívares310.

309 Decrero N2 195, Gaceta Oficial N2 35.469, del 26.05.94.
310 El Nacional, 31.05.94.
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